	Fecha
	21 de agosto de 1934
	Sesión número
	57

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrentes: Jaime Cerdas, Carlos Luis Fallas, Joaquín Jiménez, Carlos Mendoza, Tobías Baglio, José Angulo, Lucio Ibarra, Tomás Ibarra, Ramón Calvo Bonilla, Plutarco López, Lino Bustos, Matilde Ruiz, José Ángel Coronel, Sixto Sandino, Francisco Marenco Aburto, Rigoberto C. Chaves, Wilford Arthur Petgrave, Manuel Cordero Ordeñana, Ernesto Martínez, Mauricio Chacón, Nemesio Córdoba, Otilio Rojas, Heriberto Hernández, Demetrio Soldaña, Guillermo Obregón, Luis Carballo, Luis Cárdenas, Luis Dormond, Emilio Molina, Argeniro Sequeira, Jorge Ramírez

	Recurrido: Alcalde de Siquirres

	Objeto del recurso: Los recurrentes reclaman sus detenciones, originadas todas en la Huelga Bananera de 1934. Se acumuló su resolución por tratar de asuntos similares y dirigirse contra el mismo recurrido.

	Respuesta del recurrido: Contra todos los recurrentes se sigue sumaria por supuestos delitos conexos con la actividad huelguística. 

	Parte dispositiva
	Con lugar, respecto de todos los recurrentes salvo los dos últimos (falta de pruebas de delito alguno). Sin lugar, respecto de los recurrentes Sequeira y Ramírez (detención justificada por posible compulsión a huelga). VS de los Magistrados Beeche (declara sin lugar el recurso a favor del recurrente Dormond), Vargas Pacheco (declara con lugar todos los recursos sin excepción), Fernández y Picado (declaran sin lugar todos los recursos). 


N° 57

Sesión extraordinaria de Corte Plena celebrada a las tres de la tarde del veintiuno de agosto de mil novecientos treinta y cuatro, con asistencia de los señores Magistrados Beeche (Presidente), Dávila, Vargas Pacheco, Guzmán, Guardia, Solórzano, Álvarez, Castro, Iglesias, Fernández y Picado.
Artículo I

Examinados los recursos de Habeas Corpus interpuestos a favor de Jaime Cerdas, Carlos Luis Fallas, Joaquín Jiménez, Carlos Mendoza, Tobías Baglio, José Angulo, Lucio Ibarra, Tomás Ibarra, Ramón Calvo Bonilla, Plutarco López, Lino Bustos, Matilde Ruiz, José Ángel Coronel, Sixto Sandino, Francisco Marenco Aburto, Rigoberto C. Chaves, Wilford Arthur Petgrave, Manuel Cordero Ordeñana, Ernesto Martínez, Mauricio Chacón, Nemesio Córdoba, Otilio Rojas, Heriberto Hernández, Demetrio Soldaña, Guillermo Obregón, Luis Carballo, Luis Cárdenas, Luis Dormond, Emilio Molina, Argeniro Sequeira y Jorge Ramírez, basados en que estos se encuentran detenidos ilegalmente por orden del Alcalde de Siquirres con motivo de la huelga decretada en la zona atlántica, se resolvió por mayoría (hecha excepción de los presentados en favor de Argeniro Sequeira y Jorge Ramírez) declarar con lugar los recursos, de acuerdo con los artículos 9, incisos 2º y 3º, y 10 de la Ley de Habeas Corpus, por no aparecer de las sumarias respectivas prueba que sindique a los detenidos como responsables de los delitos cometidos con ocasión de la huelga, ni de que esta fuera provocada por ellos mediante violencia o amenaza.

En cuanto a los mencionados Sequeira y Ramírez el recurso se declaró sin lugar porque su detención no resulta ilegal dado que hay prueba que los señala como autores de hechos que caen, por lo menos, dentro de la sanción del artículo 337 del Código Penal.

El Magistrado Beeche declaró además sin lugar el recurso de Habeas Corpus interpuesto a favor de Luis Dormond por aparecer de autos que este trató de subvertir el orden público con proclamas revolucionarias y violentos discursos.

El Magistrado Vargas Pacheco declaró con lugar los recursos incluso el interpuesto a favor de Sequeira y Ramírez, tomando en cuenta los datos y razones consignados en el informe del señor Inspector Judicial.

El Magistrado Álvarez razonó su voto así: “Que procede el recurso en cuanto a la mayoría de los detenidos por no existir indicios comprobados contra ellos, conforme el artículo 307 del Código de Procedimientos Penales, que a la letra dice: “Para que se dicte auto de detención se necesita: 1º Que resulte comprobada la existencia de un delito que merezca pena corporal o a lo menos que aparezcan en el proceso circunstancias que le den grave fundamento para creer que se haya cometido. 2º Que haya indicios vehementes para imputarlo a la persona cuya detención se ordena. Se reputarán como penas corporales, las que requieren el apremio físico para ser cumplidas; y cuando la pena fuere alternativa y sólo alguno o algunos de sus términos fueren corporales, se procederá como si los demás lo fueran también”. No existen tales indicios contra esos detenidos y en cuanto a Sequeira y Jorge Ramírez Orozco, declaro también con lugar el recurso porque si bien hay prueba contra ellos, su delito es el prescrito por el artículo 347 del Código Penal que dice: “Artículo 347. Compulsión a huelga – Será condenado a destierro o caución en cualquiera de sus grados, el que ejerciere violencia o amenaza contra otro, para compelerlo a huelga”. Como se ve este es el caso concreto y no tiene pena corporal.
Se arguye que el Alcalde citó los artículos 337. 396 y 431 del mismo Código, pero a mi juicio mal citados porque el delito cometido por estos huelguistas está taxativamente dicho en el artículo que cité, el 347, cuyo epígrafe es “Compulsión a huelga” que por cierto debiera ser “Compulsión violenta a huelga”. No podemos desatendernos de que los hechos de estos dos detenidos se cometieron con motivo de la huelga puesto que las únicas pruebas en su contra precisamente lo dicen de forma concluyente. También se arguye que esto no es materia de habeas corpus, pero yo tengo por entendido, que este recurso vale contra toda prisión arbitraria dictada no sólo por autoridades administrativas sino por las judiciales, cuando, como en el caso presente, es evidente dicha arbitrariedad porque el auto de detención se dictó contra lo dispuesto por las leyes de la materia, por error o por cualquier otro motivo: bien porque no existen los indicios del caso o bien porque la pena correspondiente al delito cometido no es corporal. Nadie debe sufrir una prisión injusta, o ilegal, y para ello es la ley de Habeas Corpus, cuyo artículo primero dice: ‘El habeas corpus procede no sólo contra la detención ilegal que imponga una autoridad de cualquier orden, sino también contra toda restricción ilegítima de la facultad de ir y venir y de trasladarse a cualquier parte que garantiza a las personas el artículo 28 de la Constitución’”.
Los Magistrados Fernández y Picado votaron declarando sin lugar los recursos fundados en las siguientes razones: la restricción de libertad origen de los recursos no puede calificarse de arbitraria porque tiene como base autos de detención dictados con base en indicios comprobados en la sumaria respectiva. De esta aparece que la huelga, lejos de mantenerse en el campo puramente pasivo de limitarse los trabajadores a negar su concurso en las labores agrícolas, hecho que es lícito y no constituye delito alguno, ha asumido caracteres agresivos y dañosos, pues los huelguistas han destruido racimos de banano y líneas telefónicas, han evitado la corta y carga de bananos, han coaccionado a otros trabajadores para que no puedan sustituirlos en los trabajos de las fincas y han causado, en general, daños que los ofendidos estiman en varios miles de colones. Sería un absurdo admitir que los hechos delictuosos que se causan con motivo de una huelga, son propios de esta y no merecen sanción alguna, y como antecedente puede citarse que acaba de condenar la Sala Segunda de Apelaciones a un homicida, a quien impuso varios años de prisión, delito que fue cometido con motivo de una huelga de panaderos. Es un hecho evidente que el expediente arroja mérito indiscutible para aceptar que se ha cometido el delito de daños, independientemente de otras infracciones que han podido perpetrarse, tales como la coacción y compulsión a huelga. Ese delito de daños está sancionado con pena corporal por los artículos 396 y 397 del Código Penal, daños que fueron tomados por el señor Alcalde para decretar la detención preventiva según se ve del considerando primero del auto de las diez y media de la mañana del catorce de agosto corriente. Determinada la existencia de un delito que está sancionado con pena corporal, la única función que corresponde a la Corte Plena es establecer si hay indicios contra las personas privadas de libertad mediante el auto de detención, según se desprende del inciso 3º del artículo 9º de la Ley de Habeas Corpus y del 40 de la Constitución. Si del examen que practica la Corte Plena resulta que no existe indicio alguno comprobado, o que el que acepta como tal el funcionario que ordena la detención, no tiene ese carácter, la libertad debe ordenarse inmediatamente porque el auto de detención es evidentemente arbitrario. Pero si hay indicios que merecen el calificativo de tales y están demostrados en autos, la Corte Plena no tiene facultades para convertirse en tribunal de instancia, sustituyendo al Superior inmediato par el efecto de entrar a bastantear el auto de detención. Tal proceder elimina por entero el recurso de apelación que concede el artículo 330 del Código de Procedimientos Penales, desnaturaliza el recurso de Habeas Corpus, conducirá de modo indudable a que en adelante nadie se ampare al procedimiento tardío de ir a la Sala Segunda en alzada del auto de detención sino que preferirá recurrir a la Corte Plena para que once Magistrados, en lugar de tres, entren a revisar, calificando la gravedad de los indicios, si el Alcalde o Juez dictó bien o mal el auto de detención, y traerá como consecuencia el trastorno de las primeras investigaciones judiciales, pues apenas iniciada la investigación y ordenada la detención con indicios más o menos graves para asegurar la acción de la justicia y evitar la fuga de los presuntos delincuentes, estos se alzarán ante la Corte Plena para que esta, con arrastre del expediente, revise el auto de detención, procedimiento que ha sido el seguido en el presente caso, en el que la mayoría de los detenidos, no obstante la notificación que se les hizo del auto de detención, no apelaron de él. Por otra parte, es elemental que no debe confundirse, para el efecto de la comprobación y gravedad de los indicios, un auto de detención provisional con un auto de enjuiciamiento o una sentencia condenatoria. Para el enjuiciamiento y la sentencia es claro que debe exigirse la gravedad, concordancia y precisión de los indicios, función de apreciación que es de la exclusiva atribución de los tribunales de instancia que sólo puede ser combatida mediante los recursos establecidos en el Código de Procedimientos pero un auto de detención es una simple medida provisional, de carácter urgente y transitorio, que en cualquier momento puede dejarse sin efecto si desaparecen los indicios o se debilitan en forma que no autoricen la continuación de la detención. Artículo 339 del Código de Procedimientos Penales. La tesis de que la Corte Plena tiene atribuciones para entrar a calificar la gravedad de los indicios que respaldan una detención, llevaría forzosamente a que también pudieran prosperar recursos de Habeas Corpus interpuestos contra detenciones ordenadas en autos de prisión y enjuiciamiento y aun en sentencias definitivas. De este modo, en lugar de recurrir a la Sala Segunda o a la de Casación para que revoquen o anulen una sentencia con base en indicios y absuelvan al procesado, como ocurre corrientemente y es de derecho, podrá seguirse el procedimiento de mayores ventajas, de recurrir a la Corte Plena en vía de Habeas Corpus para que decrete la absolución y libertad, con el consiguiente adelanto de opinión de aquellos Magistrados que tuvieron que conocer de los recursos ordinarios y extraordinarios. Establecido que para justificar el auto de detención lo que se necesita es la demostración de un delito que merece pena corporal y la existencia de indicios imputables a los detenidos, cabe observar que el caso de autos, ambos requisitos tienen plena comprobación. Queda ya dicho que existe el delito de daños que está sancionado por el Código Penal con pena corporal, y en lo que se refiere a los detenidos existen contra todos ellos indicios de que pueden haber contribuido, directa o indirectamente, por acción directa o instigación, sugestión, consejo o fuerza moral a la perpetración de los hechos dañosos. Está comprobado en la sumaria y así lo acepta el propio recurrente señor Mora, que la huelga es un movimiento organizado con un comité director instalado en Veintiséis Millas, dispuesto a tomar medidas de violencia si fuere necesario. Existen en el expediente proclamas y hojas sueltas instando a la huelga, y si bien en ellas se recomienda no causar daños de ninguna especie, la conducta de los huelguistas, que obedecen instrucciones del centro director, es enteramente diferente, lo que indica que las instrucciones escritas para conocimiento del público en general y que podían caer en manos de las autoridades, parecen diferir de las privadas impartidas a los trabajadores. Los ofendidos Roberto Alpízar, Ricardo Gutiérrez y Andrés Berzone señalan como directores y consejeros del movimiento a la mayoría de los detenidos y corroboran el dicho de ellos los testigos Willy Hug y Alfredo Cañas y que en parte el denunciante Licenciado Daniel Zeledón. Corroboran asimismo esas probanzas otras de las que aparece que algunos de los conocidos dirigentes de la huelga, como los señores Carlos Luis Fallas, a quien ni siquiera se ha podido capturar, Luis Carballo, Manuel Cordero y otros, han tomado participación directa en el movimiento, lanzando y repartiendo hojas sueltas, organizando reuniones, constituyéndose en las fincas a instruir a los trabajadores y tomando todas las medidas necesarias para el éxito de la huelga. Muchos de los detenidos confiesan su participación en la huelga, y como lo acepta la mayoría del Tribunal, contra dos hay hasta prueba directa de su acción violenta. No se comprende cómo no pueda llamarse a juicio, para que respondan como presuntos autores de los daños causados por una huelga, a quienes aparecen dirigiendo y tomando parte activa en ese movimiento. Patrocinar la tesis de que sólo procede la detención provisional contra las personas que aparecen como causantes directamente de los daños es cerrar los ojos a la teoría corriente de la imputabilidad, a la realidad de las cosas y a la disposición del inciso 4º del artículo 26 del Código Penal, que establece que “se considerarán como autores de delito consumado o frustrado a los que por modo bastante según las circunstancias, determinaren a otros a cometerlo, ya ejerciendo en ellos violencia física, ya en virtud de orden, amenaza, dádiva, promesa, consejo, de esencial importancia u otro modo de sugestión o fuerza moral” y, sobre todo, confundir la prueba necesaria para un enjuiciamiento o un fallo condenatorio con la necesaria para un simple acto de detención provisional. Tal criterio no se compagina tampoco con el precedente establecido por la mayoría de la Corte Plena al conocer de los recursos de Habeas Corpus interpuestos en favor de los comunistas que tuvieron en esta Capital un encuentro con la policía, causando hechos delictuosos de lesiones y homicidio, recursos que fueron declarados sin lugar no obstante la ausencia de prueba directa de quienes fueran los autores de los delitos cometidos. En tales condiciones no puede decirse que el auto de detención esté desprovisto de prueba indiciaria, la cual ha sido difícil de aportar por la consigna de todos los huelguistas de negar los cargos, según aparece de las declaraciones indagatorias, y no hay mérito alguno para considerar los recursos interpuestos como comprendidos en ninguno de los casos del artículo 9º de la Ley de Habeas Corpus. Por todas las razones expuestas es nuestro parecer que son improcedentes los recursos, sin perjuicio de que los detenidos hagan la gestión del caso para que se ponga fin a su detención, si ello procede en derecho, y de que el Alcalde active los procedimientos, a efecto de mantener o hacer cesar la detención según el mérito que arrojen las nuevas pruebas que se aporten unidas a las ya existentes.
